El Consejero de Políticas Sociales, en relación con la pregunta para su contestación por escrito presentada por el Parlamentario Foral Ilmo Sr. D. Patxi Leuza García (No adscrito), sobre la intención del Gobierno de Navarra con respecto a los servicios que vienen siendo desarrollados en el ámbito local, (8-14/PES-048), tiene el honor de remitirle la siguiente contestación:
Primero.- La Ley 27/2003, de 17 de diciembre, de Racionabilidad y Sostenibilidad de la Administración Local ha supuesto, efectivamente, entre otros muchos aspectos, una modificación del régimen de competencias municipales. 

Uno de los aspectos que se ven afectados por esa modificación del mapa competencial local es, precisamente, el de los servicios sociales

Analizando los artículos 25, 26 y 27 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (cuya redacción se ha visto modificada por la Ley 27/2013 que nos ocupa), encontramos lo siguiente

a)  El artículo 25 que regula las competencias propias de los Municipios, incluye entre ellas, en su apartado e) la “Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación de riesgo de desprotección o exclusión social”. 

b) El artículo 26 regula los servicios mínimos que obligatoriamente han de ser prestados por las entidades locales, estableciendo como obligatoria la competencia que hemos señalado en el punto anterior únicamente para los municipios de más de 20.000 habitantes.

c) El artículo 27, finalmente, regula la delegación de competencias en las entidades locales. En el mismo se relacionan una serie de medidas susceptibles de tramitación, en una relación que, no obstante, no tiene carácter exhaustivo. Entre las que expresamente se citan está “la prestación de los Servicios Sociales, promoción de la igualdad de oportunidades y la prevención de la violencia contra la mujer”.

Segundo.- La disposición transitoria segunda de la Ley 27/2013, de constante cita, establece, por su parte, el régimen transitorio necesario para la configuración del nuevo mapa competencial en materia de servicios sociales, difiriendo su aplicación al 1 de enero de 2016: “con fecha 31 de diciembre de 2015, en los términos previstos en las normas reguladoras del sistema de financiación autonómica y de las Haciendas Locales, las Comunidades Autónomas asumirán la titularidad de las competencias que se preveían como propias del Municipio, relativas a la prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social”. Además se señala que “en el plazo máximo señalado en el apartado anterior, y previa elaboración de un plan para la evaluación, reestructuración e implantación de los servicios, las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, habrán de asumir la cobertura inmediata de dicha prestación”.

Tercero.- Lo hasta ahora señalado describe el régimen común aplicable en la materia.

Sin embargo, para conocer la aplicación en Navarra de la regulación contenida en la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, es preciso acudir a lo dispuesto en la Disposición adicional segunda de la Ley 27/2013, en la que regula el régimen aplicable a nuestra Comunidad.

1. La presente Ley se aplicará a la Comunidad Foral de Navarra en los términos establecidos en el artículo 149.1.14.ª y 18.ª y disposición adicional primera de la Constitución, sin perjuicio de las particularidades que resultan de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, y de la disposición final tercera de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. En su aplicación, y sin perjuicio de las facultades de coordinación y tutela que les corresponden, la competencia para decidir sobre la forma de prestación de servicios a la que se refiere el artículo 26.2 de la Ley de Bases de Régimen Local corresponderá a la Comunidad Foral de Navarra.
2. La Comunidad Foral de Navarra, podrá, en su ámbito competencial, atribuir competencias como propias a los municipios de su territorio así como del resto de las Entidades Locales de Navarra, con sujeción en todo caso, a los criterios señalados en los apartados 3, 4 y 5 del artículo 25 de la Ley reguladora de las Bases de Régimen Local.

3. Las funciones que los artículos 7.4 y 26.2 de esta Ley atribuyen a la Administración que ejerce la tutela financiera, corresponderán a la Comunidad Foral de Navarra, de conformidad con lo previsto en la disposición adicional séptima del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, aprobado por la Ley 25/2003, de 15 de julio.

4. De conformidad con la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y con la disposición adicional séptima de la Ley 25/2003, de 15 de julio, la Comunidad Foral de Navarra recibirá también los informes emitidos, en cumplimiento de la normativa básica, por los órganos interventores de las Entidades Locales de Navarra, para su remisión inmediata al Ministerio de Hacienda y de Administraciones Públicas. Asimismo, los órganos interventores de las Entidades Locales de Navarra, remitirán también dicha información a la Cámara de Comptos, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas.

5. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 ter de la Ley reguladora de las Bases de Régimen Local, la Comunidad Foral de Navarra, desarrollará los criterios de cálculo del coste efectivo de los servicios que prestan las Entidades Locales de Navarra, recibiendo la comunicación de dicho coste.

6. En el marco de los objetivos de estabilidad presupuestaria y en virtud de las competencias reconocidas a Navarra, a las que se hace referencia en el punto primero de esta disposición, la Comunidad Foral de Navarra determinará los límites máximos totales del conjunto de las retribuciones y asistencias de los miembros de las Corporaciones Locales, del personal eventual y del resto del personal al servicio de las mismas y su sector público. La determinación de tales retribuciones atenderá a los principios y estructura establecidos, en su caso, por la legislación estatal.”

Cuarto.- De la simple lectura de esta Disposición Adicional, y en concreto de su apartado 2, se desprende el enorme potencial de la misma para la configuración por parte de la Comunidad Foral de Navarra de un régimen competencial peculiar, tanto para los municipios como para otras entidades locales.

Debe, en este sentido, ponerse de relieve, que el Gobierno de Navarra ya ha asumido la iniciativa en la materia, incluso con anterioridad a la aprobación de la reforma a la que se hace referencia en esta respuesta, mediante la presentación ante el Parlamento del Proyecto de Ley Foral de Reorganización de la Administración Local de la Comunidad Foral de Navarra, con la que se ha pretendido conciliar el respeto a las autonomía local con la aplicación a los servicios locales de principios como el de eficiencia, estabilidad, racionalización y sostenibilidad financiera.

La aprobación de dicho proyecto, con las modificaciones y ajustes que se estimasen precisos en sede parlamentaria, hubiera permitido, como hemos indicado, la configuración de un régimen competencial local peculiar en Navarra en el campo, entre otros, de los servicios sociales.

En cualquier caso, a raíz de dicha iniciativa, el Parlamento de Navarra ha puesto en marcha una ponencia destinada a estudiar la reforma del mapa local navarro que actualmente continúa sus trabajos y que será la encargada de asumir la iniciativa en la materia.

Quinto.- En cualquier caso y con independencia de lo señalado, se ha iniciado el trabajo para la revisión del modelo organizativo, competencial y de financiación de los servicios sociales de base de Navarra. 

Para ello se vienen manteniendo reuniones de coordinación entre la Dirección General de Política Social y Consumo del Departamento de Políticas Sociales y la Dirección General de Administración Local del Departamento de Desarrollo rural, Medio Ambiente y Administración Local. 

En estas reuniones se está analizando lo siguiente:

a) Estudio de la Ley 27/2013 y sus efectos sobre los servicios sociales de base.

b) Estudio de la normativa foral al respecto

c) Estudio de los costes efectivos de los servicios sociales y de las fuentes de financiación de los mismos.

d) Adaptación al calendario señalado en la Ley 27/2013 en lo referente a las atribución de competencias, y en su caso a al procedimiento de delegación previsto.

Las conclusiones de este estudio serán sometidas al régimen de participación legalmente previsto, para su concertación con las entidades locales. 

Estos trabajos se realizarán en 2014, y el proceso participativo será en el primer semestre de 2015.

Entre tanto, si el Parlamento de Navarra no llegara a aprobar un proyecto propio de mapa local, hasta la entrada en vigor del nuevo reparto competencial general en materia de servicios sociales se continuará con el actual sistema de financiación de los servicios sociales.

Sexto.- En último lugar, señalar que la Junta de Portavoces del Parlamento Foral en sesión de 17 de marzo de 2014 ha acordado proponer al pleno la interposición de un recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 27/2013 de Racionalidad y Sostenibilidad de la Administración Local.

Se tendrá que estar a las consecuencias que pudiera tener la interposición del recurso de inconstitucionalidad anunciado.

Es cuanto tengo el honor de informar en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 194 del Reglamento del Parlamento de Navarra.

En Pamplona, a 25 de marzo de 2014

El Consejero de Políticas Sociales: Íñigo Alli Martínez

